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Título: Los debates en torno al aborto: alcances y limitaciones conceptuales. 

Palabras clave: aborto – movimiento feminista.

En la última década del siglo XX, los debates sobre el aborto en Argentina han atravesado muchos campos disciplinares: desde las discusiones filosóficas respecto del comienzo de la “vida” hasta el reclamo por la legalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tanto derecho humano. Entendiendo la multiplicidad de aristas al respecto, el objetivo de esta ponencia es periodizar los debates socio-políticos en materia de aborto en Argentina, desde la última década del siglo XX hasta la actualidad. La elección de este período se sostiene en que, aunque ya ha habido autores que buscaron explicar cómo fueron los debates en la década de 1990 y hasta los primeros años del siglo XXI, en ninguno de los trabajos podemos encontrar una periodización que llegue hasta la actualidad. En síntesis, se presentará un estado de la cuestión, buscando presentar una posible periodización de los cambios en los mismos, con el objetivo de dar cuenta cómo impactó el avance del movimiento feminista en las discusiones al respecto. 

Introducción

El aborto es una constante que ha atravesado la historia de las sociedades humanas. La manera en que las mujeres lo transitaron ha experimentado cambios a lo largo del tiempo; no sólo las nociones y técnicas médicas, sino también los sujetos, sus intereses, las connotaciones éticas y las reglamentaciones jurídicas. 


Al momento de analizar estos tópicos, se pueden distinguir dos grandes momentos. En un principio, el aborto era cuestión de mujeres. Sólo ellas podían confirmar la existencia de un embarazo, y por lo tanto, la sociedad no veía al feto como una entidad autónoma, sino que la percibía exclusivamente como parte del cuerpo materno (hasta el punto de no considerar la importancia del hombre en la concepción).


Sin embargo, se puede ver un cambio sustancial con la Revolución Francesa, ya que el aborto pasa a tener un alcance público. Lo fundamental es que en el origen de este nuevo planteo se encuentran los conocimientos científicos desarrollados durante el siglo XVII, que habían hecho posible la visualización concreta del feto, ahora plenamente entendido en su individualidad (Galeotti, 2004: 6). 


En esta línea, si tenemos en cuenta que en el siglo XVIII algunos sectores consideraban que el uso del condón era una forma de abortar, en el siglo XIX el diafragma, y en el siglo XX la pastilla anticonceptiva, podemos preguntarnos sobre cómo fue cambiando la noción del aborto o, en términos más generales, la anticoncepción o la salud sexual y reproductiva.
En Argentina, desde la sanción del Código Penal, se puede decir que el aborto es ilegal o que es legal por causales
. El artículo 85 establece la penalidad a quien causare o consintiere la práctica, mientras que el artículo 86 establece las causales de no punibilidad: 1. Si se ha hecho con el fin de evitar un peligro para la vida o la salud de la madre y si este peligro no puede ser evitado por otros medios; 2. Si el embarazo proviene de una violación o atentado al pudor cometido sobre una mujer idiota o demente. En este caso último caso si la persona está declarada insana, se requiere el consentimiento de su representante legal.

Teniendo en cuenta la enorme brecha que se abre entre la no punibilidad del aborto en determinadas excepciones y la legalidad de la práctica por causales, en este trabajo nos interesa analizar cómo fueron cambiando los ejes argumentales en los debates sobre aborto en Argentina desde la última década del siglo XX hasta la actualidad. 
La elección de este período se sostiene en que, aunque ya ha habido autores que buscaron explicar cómo fueron los debates en la década de 1990 y hasta los primeros años del siglo XXI, en ninguno de los trabajos podemos encontrar una periodización que llegue hasta la actualidad (Brown, 2006; Pecheny, 2005). Al respecto de los mismos, Pecheny (2005) afirma que el debate irracional tiene las características atribuidas a las situaciones de pánico moral: condenas incoherentes, declaraciones pomposas y profecías catastrofistas. A su vez, el debate tiene la apariencia de una oposición de valores y posturas irreconciliables  (Pecheny, 2005: 11).
Para llevar adelante el objetivo propuesto, dividiremos el trabajo en tres apartados: 1)  El aborto versus el “derecho a la vida” (1990-1999); 2) El aborto como primera causa de mortalidad materna (2000-2009); y 3) El aborto en el marco de los Derechos Humanos (2010-2017). 
El aborto versus el “derecho a la vida”
Durante la década de 1990, el tema del aborto estaba atravesado por la discusión respecto de dónde comienza la vida, qué es vida, cuándo podemos hablar de persona, etc. (Brown, 2006). Principalmente, en ocasión de la Convención de Reforma de la Constitución Nacional realizada en 1994, el debate pudo ser encarado a partir la iniciativa del entonces presidente Carlos Menem de incorporar a la nueva Constitución un artículo que garantice la protección de la vida desde la concepción (Pecheny, 2005: 3).

En este momento, quienes tuvieron una mayor influencia en la discusión no fueron sólo los grupos religiosos, sino también distintas organizaciones de la sociedad civil, algunos sectores médicos y/o jurídicos, determinados comités de bioética, etc. Estos distintos actores han confluido en un movimiento u organización sin fines de lucro denominado Pro-vida. 
Al respecto, Morán Faundés (2013) sostiene que el lugar desde donde la jerarquía católica y el movimiento autodenominado “Pro-vida” en general suelen defender su posición contraria al aborto, es desde la idea de la “defensa de la vida”. La “vida” resulta un significante central desde el cual se articulan una serie de discursos y estrategias de la oposición a la legalización del aborto […] El eje central del discurso católico conservador remite a la idea de que la vida de un nuevo individuo humano comenzaría desde el momento de la fecundación, y por lo tanto todo acto que atente contra esa vida implicaría un asesinato (Morán Faundés, 2013: 41).

A este argumento se le discutieron principalmente dos aspectos: por un lado que un óvulo fecundado no es una persona, por lo cual no se le pueden aplicar los mismos derechos a un niño nacido que a un niño por nacer (Klein, 2013); y por ende no se puede hablar de asesinato a una persona no nacida. Por otro lado, al denominarse pro-vida aludían a que el movimiento feminista era “anti-vida” al querer legalizar la interrupción voluntaria del embarazo; como contraparte, el movimiento feminista argumentó que se estaba a favor de la vida de la madre quien sí era un sujeto en pleno goce de sus derechos y no quería continuar adelante con ese embarazo. 

En realidad es necesario tener en cuenta que en los debates que se dieron (y se siguen dando) al respecto, la jerarquía de la iglesia católica no está preocupada por la “vida” del “niño por nacer” sino que la oposición de los sectores católicos conservadores a la legalización del aborto, pero también al ejercicio de la interrupción del embarazo en los casos contemplados por la ley, supone una resistencia a la apertura de espacios de mayor autonomía para las mujeres, y de nuevas gramáticas corporales que intentan superar los tradicionales binomios de la mujer-madre y mujer-esposa (Faundés, 2013: 41). 
Al respecto, Pecheny (2005) plantea que en el caso del aborto, la influencia de la Iglesia se verifica ante todo al nivel de los discursos, bastante menos al nivel de las actitudes, y casi nada al nivel de las prácticas – pues como muestran las investigaciones del país y la región, las mujeres católicas interrumpen embarazos en proporciones similares al resto de las mujeres (2005: 13).  

La reflexión de Pecheny (2005) respecto de las contradicciones manifiestas entre los discursos y las prácticas, nos permiten ilustrar cómo el rol de la Iglesia Católica fue discursivo y heterogéneo. Al respecto, podemos ver el caso de la red latinoamericana de católicas por el Derecho a Decidir. En el caso de Argentina, se constituyen desde 1994 en una asociación sin fines de lucro que defienden los derechos de las mujeres (especialmente referidos a sexualidad, reproducción, violencia y discriminación). Específicamente, trabaja por la equidad en las relaciones de género y por la ciudadanía de las mujeres contrarrestando, desde una perspectiva teológica y feminista, los fundamentalismos religiosos
. 
Recuperar los debates sobre aborto en la Argentina en la década de 1990, nos permite ver cómo la discusión estaba monopolizada por la jerarquía de la Iglesia Católica y los grupos Pro-Vida. Sin embargo, aunque el movimiento feminista discutió estos argumentos respecto de la noción de “vida”, en la década siguiente se hizo hincapié en que el aborto debía enmarcarse en la salud pública y no en el campo de la filosofía y la religión. A este cambio argumental se hará referencia en el próximo apartado. 

El aborto como primera causa de mortalidad materna

El comienzo del siglo XXI, trajo consigo cambios argumentales en la forma de concebir el problema del aborto. Para Brown (2013, 2014) los años bisagras de este proceso fue el 2004 ya que es el año de propuesta de acuerdo para nombrar en la Corte Suprema de la Nación a Carmen Argibay, quien con sus declaraciones abrió la puerta al debate sobre aborto que fue el eje de discusión de su nombramiento. También fue el año en que el Ministerio de Salud de la Nación anunció el informe sobre mortalidad materna en Argentina y Ginés González García, su titular se pronunció a favor de impulsar el debate por la despenalización del aborto e impulsó una guía para resolver los casos de aborto no punible sin judicialización previa (2013: 5).
Como planteamos en los párrafos anteriores, los grupos feministas debatían únicamente con los grupos religiosos “Pro-Vida” que habían monopolizado la discusión durante la década anterior centrándose en el derecho a la vida del “niño por nacer”. Sin embargo, ¿qué ocurrió en el plano nacional para que dichos cambios se suscitaran? ¿Cuáles fueron los ejes que anudaron los debates en la primera década del siglo XXI? Para responder a estar preguntas, debemos separar los argumentos en tres nudos conceptuales (desde una propuesta netamente analítica ya que en la realidad se encuentran interconectados): 1. el reclamo al Estado basado en el aborto como problema de salud pública; 2. El aborto como una problema que afecta diferencialmente a las mujeres según la clase social a la que pertenecen; y 3. El aborto desde un paradigma de reducción de riesgos y daños.

Respecto del primer punto, podemos observar que luego del 2002, a partir del caso de Romina Tejerina (Cepeda, 2013) y de algunos casos de anencefalia, el aborto dejó de centrarse en una polémica respecto de la vida intra o extra uterina para posicionarse como un problema de salud dentro del espectro de los derechos sexuales y reproductivos, y como tal, el Estado debía hacerse cargo de su legalización (Brown, 2006; Pecheny & Petracci, 2006). 

Uno de los argumentos centrales fue que la ilegalidad del aborto no eliminaba la práctica sino que la invisibilizaba, por lo cual adquiría un carácter de semi-legalidad, ya que no había un intento sistemático por parte del Estado de impedirla (Pecheny & Petracci, 2006). Esto es fundamental, ya que su carácter semi-legal era lo que no permitía contar con la información necesaria que demostrara su importancia en tanto problema de salud pública. En palabras del Zurbrieggen y Anzorena, no se trata sólo de realizar una práctica que de hecho se hace, como es abortar, sino que desde el Estado se reconozca la legitimidad de esa práctica (Zurbrieggen & Anzorena, 2013: 30). Para la autoras, esa legitimidad estaba basada en que aproximadamente medio millón de mujeres por año abortaban en Argentina (Mario & Pantelides, 2009).
En esta línea, argumentar el aborto como un problema de salud pública, llevó al movimiento feminista a organizar diferentes estrategias para su legalización. La más significativa ocurrió en el 2005 cuando se realiza la primera plenaria en la que se conformaría la Campaña Nacional por el Derecho al Aborto Legal, Seguro y Gratuito. Además del reclamo puntual al Estado en tanto garante del derecho a la salud de las mujeres, el surgimiento de la misma se basó en otro argumento: las diferencias en el acceso a la salud según la clase social. Estos argumentos pueden verse cristalizados cuando las autoras afirman que

El aborto aparece y reaparece, pese a presentarse como prohibido, está entre nosotras y entre la sociedad toda. El aborto insiste, pese a la dificultad de tantas para inscribir esta práctica personal en lo político. Y cientos de veces al año, dada su inseguridad, está para cobrarse la vida de mujeres empobrecidas económicamente o dejar secuelas en su salud (Zurbrieggen & Anzorena, 2013).
Como podemos observar, esta cita se asienta en la idea de que las mujeres pobres mueren en la realización de abortos clandestinos. Es decir, apelando a una distinción de clase que atraviesa la sociedad toda, podemos ver que desde la Campaña se exige la legalización del aborto por parte del Estado como una forma de garantizar el acceso de todas las mujeres sin distinción de clase. Al respecto, Chaneton y Vacarezza (2011) sostienen que 

La prohibición tolerada del aborto conlleva el efecto político de profundizar las desigualdades sociales, en este caso, entre mujeres ante la misma práctica. Una manera difusa de multiplicar las instancias de dominio y escamotearlas a la visibilidad “democrática” por vía de la clandestinidad obligada en la que tiene lugar el acontecer ilegal de la cuestión. El orden establecido se ve reforzado así, desde hace demasiado tiempo, de manera eficaz y económica, al liberarse el Estado y el resto de las instituciones de la responsabilidad por la protección de las vidas de las mujeres más vulnerables de la sociedad que son –como se sabe muy bien- quienes mayormente se exponen a abortos inseguros (Chaneton & Vacarezza, 2011). 

De esta cita, podemos desprender también que estas diferencias de clase se ven expresadas en el acceso diferencial al sistema de salud (no sólo en el acceso a lo material como infraestructura y recursos humanos, sino también la heterogénea calidad de la atención sanitaria). 

Por último, se utilizó fuertemente el argumento de que el aborto era la primera causa de mortalidad materna. Al enfatizar dicha afirmación, el movimiento feminista obligaba a hacer eje en la mujer (y desplazar la idea del “niño por nacer”), a pensar en términos sociodemográficos y sanitarios, y puntualmente a reclamarle al Estado que, en los países en que el aborto se había legalizado, este indicador había disminuido ampliamente. 
Esta idea se enmarcaba en un paradigma de reducción de riesgos y daños, que se inserta en que la reducción de los índices sociosanitarios (como la mortalidad materna) es un problema que afecta el deber médico y por ente es responsabilidad de estos profesionales asegurar a las mujeres el acceso a la información en temáticas de salud sexual y reproductiva, que les permitan tomar decisiones libres, informadas y conscientes (Ramón Michel, Romero, & Ramos, 2013; Stapff, Briozzo, & Labandera, 2011). Aunque este modelo de reducción de riesgos y daños busca pensar una nueva relación entre los agentes de salud y las usuarias, donde estas encuentren una respuesta frente a la situación de embarazo, tiene ciertas críticas. Al respecto Botta (2016) sostiene que 
Los objetivos del modelo son siempre en términos de REDUCCIÓN: • Disminuir la morbimortalidad materna de la mujer gestante por los abortos provocados […] posicionando al aborto provocado como un problema sanitario y social complejo, que requiere un abordaje integral e integrado por parte de la sociedad y del equipo de salud. Los modelos de reducción de riesgos y daños “esconden” una forma de entender la salud. ¿Qué es la salud para un modelo cuyo objetivo es disminuir un indicador de salud, en este caso la mortalidad materna? La salud pensada de esta manera es la ausencia de enfermedad. Y si bien la OMS define la salud como un estado bio psico social y no solamente la ausencia de enfermedades, en la construcción de estas políticas el principal objetivo de todas las instituciones de la salud es el control de las enfermedades (2016: 11-12). 
Por ende, la autora afirma que el aborto no es solo un problema de salud pública por las muertes maternas, sino que debe ser entendido como un problema de violación a los derechos de las mujeres a la salud y a decidir sobre su propio cuerpo, y en tanto como problema de justicia social (Botta, 2016: 12). A esta idea justamente haremos referencia en el próximo aparado. 
El aborto en el marco de los Derechos Humanos

Uno de los aspectos centrales que llevó a los diferentes sectores del movimiento feminista a conceptualizar al aborto como una violación de los derechos de la mujer a la salud puede rastrearse en el 2009 con el caso de una adolescente identificada como AG en la provincia de Chubut. Brevemente, en diciembre de ese año se realizó la denuncia de la violación de la joven y el día 23 se emitió el certificado médico del embarazo de 8 semanas. En enero del año siguiente, se solicitó la realización de un aborto no punible aunque le fue negado. La madre apeló la causa y en marzo se revocó la decisión y se realizó la práctica en la ciudad de Trelew a las 18 semanas de embarazo. 

Como consecuencia de este caso que tomó status mediático, el mismo año el Ministerio de Salud publicó la Guía Técnica para la Atención Integral de Abortos No Punibles que, luego de varias modificaciones, se vuelve a publicar en el año 2016 como el Protocolo para la Atención Integral de Personas con Derecho a una Interrupción Voluntaria del Embarazo. 

El caso de AG fue un quiebre en la lucha por el derecho al aborto, ya que en el año 2012 deviene en el fallo F.A.L s/medida autosatisfactiva que avala el marco jurídico de interpretación del artículo 86 del Código Penal. Como consecuencia, los ejes argumentales del movimiento feminista cambiaron de rumbo. Se dejó de hacer hincapié en que las mujeres abortaran más allá de la ilegalidad, para decir que el aborto en Argentina debía ser legal según las causales de no punibilidad y que el Estado debía hacerse cargo de garantizarlos. Sin embargo, la discusión que se abrió al respecto fue si todos los casos se interpretan dentro de alguna de las causales o no y por qué. Por lo tanto, no han sido las mismas explicaciones sobre de su carácter restrictivo o permisivo. Sin embargo, muchas feministas fueron más allá de esta discusión y sostuvieron que todos los abortos se correspondían con alguna de las dos causales (salud o violación) y que por ende, todo aborto era legal.  

Cuando el Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires estableció el Protocolo para la Atención Integral de personas con derecho a la Interrupción Legal del Embarazo (ILE), generó un cambio sustancial en la forma de concebir el aborto en el sistema de salud público: principalmente porque se pasó de comprender al aborto a partir de un carácter de excepción (la no punibilidad) a la garantía de un derecho (legalidad). 

El cambio sustancial que plantea el fallo FAL es entender la salud en los  términos de la OMS: estado completo de bienestar físico, psíquico y social, y no solamente la ausencia de enfermedades o acepciones. En este marco de comprensión amplia del derecho a la salud, es fundamental hacer referencia a algunos aspectos. Por un lado, la aplicación de esta causal no requiere la constatación de un daño, sino el potencial peligro para el bienestar de la mujer en cualquier dimensión. Por otro lado, tampoco es necesario que este riesgo sea constatado. 
Siguiendo este concepto, entendemos se abre una brecha entre dos posibles escenarios. Por un lado, el Código Penal argentino tipifica específicamente la conducta de la mujer que decide abortar penando tal conducta. Una interpretación restrictiva de la misma llevaría a una política de criminalización sistemática de las mujeres que abortan como así también a todos los sujetos intervinientes, que en los hechos no se verifica como tal, ya que medio millón de mujeres abortan en la Argentina por año según cifras del Ministerio de Salud de la Nación (Mario & Pantelides, 2009).  En el otro extremo, y siguiendo una interpretación amplia del concepto de salud propuesta por la OMS, todo aborto se vuelve no punible, entrando en el marco de la legalidad de la mano de la potencial afectación a la salud psíquica, física o social de la mujer que debe transitar un embarazo no deseado. 

Conclusiones: 


La propuesta de este trabajo respecto de la periodización de los debates sobre aborto en Argentina, responde al intento de aportar insumos en la construcción genealógica del movimiento feminista en Argentina. 


Los cambios argumentales, tanto de quienes están a favor del aborto como de quienes están en contra, generaron marchas y contramarchas en los debates. Creemos que esto responde en gran medida a los cambios que se suscitaron dentro del movimiento feminista y que tiene que ver con cómo se ha aprehendido de las luchas, los aciertos y los errores. 

En la actualidad, sabemos que Argentina no es un país homogéneo. Mientras en la ciudad de Rosario se garantizan la mayor parte de los abortos dentro del sistema de salud pública y el municipio produce la medicación necesaria para hacerlo (Botta, 2016); en Tucumán se judicializa y encarcela a Belén por un aborto espontáneo; y en el sur del país, Estrella, residente en medicina general, es juzgada por un aborto realizado en el hospital según los protocolos vigentes del Ministerio de Salud. Es decir, bajo el mismo Código Penal, las interpretaciones son amplias y cada provincia, cada ciudad, cada hospital es un campo de batalla en la lucha por nuestros derechos.

En este sentido, creemos que es fundamental poder aportar en la reconstrucción de nuestra propia genealogía y experiencias, para aportar en la lucha por los derechos humanos, por la garantía de éstos y, en definitiva, por el acceso al aborto legal, seguro y gratuito. 
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� Esta distinción es fundamental, ya que la forma en que se nombra repercute directamente en cómo se conceptualiza socialmente. Por ende, no es lo mismo hacer referencia a un aborto no punible que a una interrupción legal del embarazo, ya que el primero hace referencia a un carácter de excepcionalidad a partir de un término jurídico, mientras que el segundo alude a la garantía de un derecho utilizando expresiones propias del ámbito sanitario. 


Lo mismo ocurre con la distinción entre despenalización y legalización. Mientras la primera implica el reconocimiento de los motivos jurídicos que hacen al aborto, aun considerado ilegal, no punible; la idea de legalización implica que el Estado se reconozca como garante del derecho a la salud y, por lo tanto, que garantice la realización de la práctica en hospitales públicos.


� Ver �HYPERLINK "http://catolicas.org.ar/quienes-somos/"�http://catolicas.org.ar/quienes-somos/� consultado el 21/07/2017





